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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 18 
de enero de 2007, ha examinado  
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de D  xx1, D. xx2 y
D. xx3, y a la vista del mismo y tal 
como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

.  

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 29 de noviembre de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada a 
instancia de D. xx1, D. xx2 y D. xx3, representados por Dña. yyyyy, debido a 
los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 30 de noviembre 
de 2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 1162/2006, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Estella Hoyos. 
 

Primero.- Con fecha 19 de diciembre de 2005, tiene entrada en el 
registro del Ayuntamiento de xxxxxx una reclamación de responsabilidad 
patrimonial, planteada por D. xx1, como consecuencia del accidente que sufrió 
el día 12 de diciembre de 2005, a las 13,00 horas, cuando circulaba con un 
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ciclomotor, matrícula xx, acompañado de D. xx3, por la calle xxx con dirección 
a xxxx, al encontrarse con una alcantarilla abierta, circunstancia que motivó la 
caída de la que se derivaron diversos daños. 
 

Solicita una indemnización por los daños personales sufridos, por los 
daños causados a la moto, al móvil, así como por todos los daños que se 
produjeron como consecuencia de su traslado al hospital y asistencia. 
 

Segundo.- Mediante Resolución de 23 de diciembre de 2005 (notificada 
el 13 de enero de 2006), se requiere al interesado para que subsane la solicitud 
presentada, para lo que deberá aportar la evaluación económica de los daños 
por los que reclama, acompañar las alegaciones, documentos e informaciones 
que estime pertinentes y proponer las pruebas de que pretenda valerse. 
Asimismo se le advierte de las consecuencias que se derivarían de la falta de 
subsanación y se le informa de los extremos a los que se refiere el artículo 42.5 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 

Tercero.- El 24 de enero de 2006 tiene entrada en el registro del 
Ayuntamiento un escrito presentado por el interesado en el que cuantifica el 
importe de la indemnización en 2.299,40 euros, propone como testigos a D. xx3 
y a D. rrrrr, y aporta diversos informes médicos, así como un escrito de 20 de 
enero de 2006 del secretario de la empresa de Ambulancias ppppp, en el que 
informa: “El día 12-12-05 recibimos aviso de emergencias sanitarias a las 13,30 
en el polígono industrial a la altura del cementerio de xxxxxx, se realizó traslado 
de D. xx1 y D. xx3 al Hospital hhhhh”. 
 

Igualmente aporta las valoraciones correspondientes al móvil (72 euros), 
casco (100 euros), cazadora y pantalón (110,02 euros), realizadas por la 
compañía aseguradora ssss, así como el informe valoración de los daños 
ocasionados al vehículo (1.075,90 euros). 
 

Cuarto.- Obra en el expediente el informe emitido por la Policía Local el 
16 de diciembre de 2005 en el que se hace constar: “Que sobre las 13,30 horas 
del día 12/12/2005 se produjo un accidente de tráfico en la C/ xxx, a 95 metros 
del cruce con la calle xxxx y en dirección xxxx, por caída de ciclomotor, 
motivada por anomalía en la vía pública (falta rejilla de arqueta de recogida de 
aguas pluviales). 
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 »El vehículo siniestrado es un ciclomotor marca xxxx matrícula xx 
de color azul, conducido por xx1, con DNI (…), con domicilio en xxxxxx (…) con 
póliza de seguros 1000014060 suscrita en la compañía ssss y vigente hasta el 
07/07/2005. 
 

 »Por parte del Servicio de Atestados de la Policía Local, se realiza 
informe R-1147/05 el cual queda archivado en estas dependencias”. 
 

Además, obra en el expediente el atestado referido en el que los agentes 
instructores señalan como juicio crítico: “Según las manifestaciones del 
conductor implicado y la inspección ocular realizada en el lugar de los hechos, 
el ciclomotor xxxx matrícula xx, circulaba por el carril derecho de la C/ xxx 
dirección xxxx, cuando al llegar a la altura de una alcantarilla sin su tapa 
correspondiente su conductor pierde el control del vehículo cayendo al suelo. 
 

 »Esta Fuerza Instructora no puede determinar lo manifestado por 
el conductor, de que la caída fuera consecuencia de haber metido la rueda 
delantera en el hueco de la alcantarilla, pero sí quiere resaltar que 
efectivamente la alcantarilla sin su correspondiente tapa existe y puede ser un 
posible peligro para los usuarios de la vía, pero se trata de una calle muy 
ancha, de buena visibilidad y la referida alcantarilla se puede ver con 
anterioridad, prueba de ello es que el conductor pudo verla y darle tiempo a 
frenar, pero posiblemente debido a una velocidad inadecuada, despiste, gravilla 
sobre la calzada, mal estado de las ruedas, etc., no pudo evitarla”. 
 

Quinto.- Mediante Acuerdo de 30 de enero de 2006 (notificado el 1 de 
febrero de 2006), se resuelve admitir a trámite la reclamación de 
responsabilidad presentada y nombrar instructor del expediente, notificar el 
acuerdo al interesado y solicitar el informe del servicio cuyo funcionamiento 
haya causado la presunta lesión indemnizable y cuantos se estimen 
convenientes para la resolución del expediente. 
 

Sexto.- El 3 de febrero de 2006, el ingeniero técnico de Obras Públicas 
emite un informe en los siguientes términos: 

 
 “En relación con la reclamación patrimonial formulada por D. xx1, 

por los daños físicos y daños materiales sufridos el pasado 12-12-2005 cuando 
circulaba con su moto matrícula xx por la C/ xxx, debido a la falta de rejilla de 
alcantarilla, informa: 
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 »Que, como se ve en las fotografías, falta la rejilla del sumidero, 
el cual forma parte de la red de saneamiento municipal, cuyo mantenimiento 
corresponde a la empresa qqqqq”. 
 

Séptimo.- Mediante escrito de 6 de febrero de 2006 se da trámite de 
audiencia a la empresa qqqqq, en calidad de contratista de la gestión de un 
servicio público. 
 

El 20 de febrero tiene entrada en el registro del Ayuntamiento el escrito 
de alegaciones de la empresa, en el que se señala: 
 

 “Que qqqqq ha dado parte a su seguro de responsabilidad civil 
para que estudie el accidente y se haga cargo del mismo actuando como mejor 
proceda. 
 

 »Que qqqqq no ha tenido nunca noticia de dicho accidente hasta 
la recepción de la notificación de ese departamento de Patrimonio de fecha 6 
de febrero de 2006. 
 

 »Que en la inspección periódica de esa zona, no se detectó ningún 
defecto en la tapa mencionada, como causante del siniestro. 
 

 »Que en esta Empresa no se recibió ningún aviso comunicando las 
deficiencias de la mencionada tapa”. 
 

Octavo.- El 22 de febrero de 2006 se resuelve admitir y declarar 
pertinentes las pruebas propuestas por el interesado y se acuerda la apertura 
del periodo probatorio. 
 

Noveno.- Obra en el expediente el escrito firmado por el propietario del 
ciclomotor, D. xx2, en el que declara no haber recibido cantidad alguna por el 
accidente acaecido el 12 de diciembre de 2005; la factura expedida a nombre 
de D. xx1 correspondiente a la reparación del ciclomotor accidentado, así como 
la licencia de circulación de D. xx2. 
 

Asimismo consta en el expediente el acta de la prueba testifical 
practicada el 15 de marzo de 2006, en la que se recoge la declaración del 
testigo D. xx3 en los siguientes términos: “El testigo iba montado en la parte de 
atrás de la moto del reclamante, al pasar por una curva, 50 metros más 
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adelante derraparon y la rueda de la moto se metió dentro de una alcantarilla, 
que estaba sin su correspondiente tapa. No obstante, el testigo apenas vio 
nada porque miraba hacia otro lado”. 
 

Décimo.- Con fecha 11 de abril de 2006, se recibe en el registro del 
Ayuntamiento un escrito de Dña. yyyy, al que acompaña sendos poderes de 
representación otorgados para actuar en nombre de D. xx1 y D. xx2, solicitando 
que se le tenga por personada y parte en el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial que se está tramitando. 
 

Asimismo, el 12 de junio de 2006 tiene entrada en el registro del 
Ayuntamiento el escrito presentado por Dña. yyyy, acompañado del poder de 
representación otorgado para actuar en nombre de D. xx3, en el que solicita 
que se le tenga por personada y parte en el procedimiento. Aporta, además, 
copia de una factura abonada al Centro Óptico de xxxxxx por importe de 149 
euros. 
 

Posteriormente, con fecha 6 de septiembre de 2006, Dña. yyyyy, 
actuando en representación de D. xx3, presenta un escrito al que acompaña 
documentos relativos a la factura de farmacia por importe de 62,12 euros, 
factura de confecciones mmm por importe de 69 euros, factura de dddd por 
importe de 90 euros y fotocopia del informe de urgencias en el que consta la 
lesión sufrida por su representado, así como los partes de consulta y el 
tratamiento realizado a consecuencia de las lesiones, con el fin de acreditar el 
periodo de incapacidad sufrido por el lesionado. 
 

Undécimo.- El 12 de junio de 2006, se presenta un escrito en el que se 
cifra el importe de la reparación del ciclomotor en la cantidad de 1.075,90 
euros, según se deriva de la copia del informe de peritación realizado al efecto. 
 

Duodécimo.- Mediante escrito de 19 de junio de 2006 (notificado el 21 
de junio de 2006), se concede trámite de audiencia a la empresa concesionaria 
y a la representante de los interesados. Consta en el expediente un escrito en 
el que se señala que durante el plazo concedido al efecto, esta última no ha 
formulado alegaciones ni presentado documento alguno. 
 

El 26 de junio de 2006 se registra el escrito de alegaciones formuladas 
por la empresa concesionaria en el que se pone de manifiesto: 
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 “Que la calle xxx no solo se realizó en la 1ª y 2ª etapa, sino que 
parte de la calle se realizó en la 3ª etapa de urbanización. 
 

 »Que de las fotos de la Policía Local queda claro que la ubicación 
exacta del accidente corresponde a la parte de la calle xxx que fue urbanizada 
en la 3ª etapa. 
 

 »Que por ello se solicita se incorpore al expediente acta de 
recepción de las obras de urbanización de la 3ª etapa del Polígono Industrial 
xxx. 
 

 »Que si la fecha de recepción de la parte de la calle xxx (3ª etapa 
del Polígono de xxx), donde ocurrió el accidente, es posterior a la fecha del 
accidente, esta empresa no tendrá ninguna responsabilidad en los hechos 
ocurridos”. 
 

Decimotercero.- Obra en el expediente el informe emitido el 30 de 
junio de 2006 por el ingeniero técnico municipal en el que se indica que el lugar 
en el que se produjeron los hechos corresponde a la 3ª etapa de las obras de 
urbanización del polígono de xxx, y se añade que en su servicio no se tiene 
constancia de que las obras objeto de la 3ª etapa hayan sido recibidas. Al 
informe se acompaña la certificación administrativa de inscripción del proyecto 
de reparcelación de la 3ª etapa del Polígono de xxx. 
 

Decimocuarto.- Mediante escrito de 3 de julio de 2006, se concede 
trámite de audiencia a la Entidad Pública Empresarial del Suelo (SEPES), 
encargada de llevar a cabo las obras de urbanización referidas. 
 

Mediante escrito de 18 de septiembre de 2006 SEPES presenta un escrito 
de alegaciones en el que destaca que “en la fecha de comisión de los hechos 
que motivaron la reclamación de responsabilidad patrimonial, la red viaria de 
Actuación Industrial `xxx 3ª Fase´ ya había sido cedida a ese Ayuntamiento en 
virtud de acuerdo de su Junta de Gobierno Local de fecha 25 de agosto de 
2005 por el que se aprobaba definitivamente el Proyecto de Actuación del 
citado polígono, por lo que en ningún caso cabría la responsabilidad de esa 
Entidad en el procedimiento de referencia”. 
 

 6



 

Decimoquinto.- Con fechas 23 de octubre y 25 de octubre de 2006, la 
empresa concesionaria y la parte reclamante reciben respectivamente la 
notificación del nuevo trámite de audiencia concedido. 
 

El 7 de noviembre de 2006 se registra en el Ayuntamiento el escrito de 
alegaciones presentado por Dña. yyyyy insistiendo en que sus representados 
sean indemnizados por el Ayuntamiento en la cuantía que corresponda. 
 

Decimosexto.- El informe-propuesta, de 14 de noviembre de 2006, 
determina: 
 

 “1º.- Estimar la reclamación de responsabilidad patrimonial 
presentada por Dª yyyyy, en representación de D. xx1, D. xx2 y D. xx3, debido 
a los daños sufridos y derivados del accidente de moto, matrícula xx, ocurrido 
el día 12/12/05 en la C/ xxx, de esta Ciudad, a consecuencia de la existencia de 
una alcantarilla sin tapa, ya que de los documentos obrantes en el expediente y 
de las alegaciones y pruebas practicadas sí queda suficientemente acreditada la 
existencia de relación de causalidad entre el daño causado y el funcionamiento 
del servicio público, y el resto de los requisitos exigidos por la ley para que 
nazca la obligación de indemnizar el daño. 
 

 »2º.- La cuantía de la indemnización se fija en la cantidad de 
2.480,48 euros. 
 

 »3º.- Declarar la procedencia de la indemnización, reconociendo el 
derecho de los reclamantes a ser indemnizados y correspondiendo a qqqq S.A., 
en su condición de empresa que presta el Servicio de Abastecimiento de Agua 
Potable y Saneamiento, el pago a los interesados del importe de la 
indemnización, en la siguiente proporción: 

 »a D. xx1, la cantidad de 1.114,02 euros 
 

 »a D. xx2, 927,40 euros. 
 

 »a D. xx3, 439,06 euros”. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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Decimoséptimo.- Posteriormente se remite al Consejo Consultivo 
documentación complementaria correspondiente al expediente objeto de 
dictamen, consistente en el informe pericial presentado por la contratista, junto 
con el escrito registrado en el Ayuntamiento el 15 de noviembre de 2006, en el 
que se señala: 
 

 “Que se ha recibido comunicación de inicio de nuevo trámite de 
audiencia para poder realizar las alegaciones pertinentes. 
 

 »Que el accidente se produce en un polígono industrial no 
recepcionado por el Ayuntamiento de xxxxxx, motivo por el cual qqqqq no debe 
realizar el mantenimiento de dicho polígono. 
 

 »Que el Ayuntamiento de xxxxxx no ha realizado ninguna 
comunicación a qqqqq de la recepción de dichas obras y que a partir de dicho 
momento debe de realizar el mantenimiento de la parte que le corresponde 
como Servicio Municipal de Aguas. 
 

 »Que se adjunta informe pericial realizado por el perito de la 
entidad aseguradora de la Responsabilidad Civil de qqqqq. 
 

 »Que según dicho informe los daños de motocicleta no justifican 
una caída como la indicada por el reclamante. 
 

 »Que entendemos por todo ello que esta Empresa no tiene 
ninguna responsabilidad en los hechos ocurridos”. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
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2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la Ley 30/1992. La competencia para resolver la 
presente reclamación corresponde al Delegado Territorial de la Junta de Castilla 
y León en la provincia, en virtud de lo dispuesto en el artículo 4.12 del Decreto 
93/1998, de 14 de mayo, por el que se desconcentran atribuciones de la 
Consejería de Fomento en los Delegados Territoriales de la Junta de Castilla y 
León. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2003), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
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 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial interpuesta a instancia de D. xx1, D. xx2 y D. xx3, 
representados por Dña yyyyy, debido a los daños sufridos en un accidente 
provocado por el mal estado de la calzada. 
 

La reclamación ha sido interpuesta en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 

6ª.- Los reclamantes consideran que se han producido una serie de 
daños derivados del accidente producido por el mal estado de la calzada por la 
que circulaban al existir una alcantarilla sin su correspondiente tapa. En cuanto 
al fondo de la cuestión fundamental que suscita el expediente, es la de 
determinar quién debe asumir, en su caso, la responsabilidad patrimonial que 
pueda surgir del accidente producido. 
 

En el caso que nos ocupa, puede considerarse debidamente acreditada la 
existencia de la relación de causalidad existente entre el funcionamiento del 
servicio público y los daños originados. En efecto, teniendo en cuenta las 
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declaraciones del conductor del vehículo, el informe emitido por el técnico 
municipal reconociendo la falta de rejilla en una alcantarilla, las manifestaciones 
contenidas en el acta de la prueba testifical aportada, y sobre todo las 
afirmaciones contenidas en el informe emitido por la Policía Local, en el que se 
reconoce que en lugar del accidente existía una anomalía en la vía pública, 
manifestada en la falta de rejilla de una arqueta de recogida de aguas pluviales, 
que constituía un peligro para los usuarios de la vía, puede considerarse 
probado que el accidente acaecido guarda íntima relación con lo que ha de 
calificarse como anormal funcionamiento del servicio público. 
 

Ahora bien, reconocida la existencia de responsabilidad patrimonial, la 
cuestión se centra en determinar a quién corresponde asumir el pago de las 
indemnizaciones que resulten procedentes a los perjudicados con ocasión del 
accidente. 
 

En relación con este extremo, a pesar de las discrepancias puestas de 
manifiesto entre la empresa concesionaria del servicio de aguas y 
abastecimiento de agua, y SEPES, empresa encargada de llevar a cabo las 
obras de urbanización, entre otras, de la calle en la que se produjo el accidente, 
ha de tenerse en cuenta que el proyecto de reparcelación de la actuación 
industrial “xxx 3ª etapa” había sido aprobado definitivamente por la Junta de 
Gobierno Local del Ayuntamiento el 25 de agosto de 2005, según consta en el 
expediente. 
 

Siendo así las cosas, puede afirmarse que la parte del viario en cuestión, 
esto es, la parte de la calle xxx en la que se produjo el percance, se transmitió 
al municipio, por atribución de la ley, con anterioridad a la fecha de la caída que 
motiva la interposición de la reclamación objeto de análisis. 
 

En este sentido, es necesario referirse a lo dispuesto en el artículo 
77.2.a) de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, cuyo 
tenor literal dispone: “(…) la aprobación del Proyecto de Actuación, cuando 
contenga la reparcelación, producirá los siguientes efectos inmediatos, que en 
caso contrario se derivarán de la ulterior aprobación del Proyecto de 
Reparcelación correspondiente: 
 

 »a) Transmisión al Ayuntamiento, en pleno dominio y libre de 
cargas, gravámenes y ocupantes de los terrenos que deban ser objeto de 
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cesión, para su afectación a los usos previstos en el planeamiento y su 
incorporación al Patrimonio Municipal del Suelo, en su caso”. 
 

Por tanto, a la vista de lo expuesto no parece que sea la empresa SEPES 
quien debe responder de las indemnizaciones que puedan corresponder a los 
perjudicados. 
 

Por otra parte, según se deduce del expediente, el servicio público de 
redes y abastecimiento de agua del municipio estaba siendo gestionado por la 
empresa qqqqq como concesionaria del mismo. En este sentido, sería a dicha 
empresa a quien correspondiera velar por el buen estado de las tapas de las 
diferentes alcantarillas, incluyendo la de aquélla que motivó la producción del 
percance. 
 

En relación con esta cuestión, hay que decir que las Administraciones, en 
términos generales, no responden de los daños causados por los contratistas, 
de conformidad con el artículo 97 de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, texto refundido aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 
 

Llegados a este punto es necesario referirse a las previsiones contenidas 
en el citado artículo 97, que dispone: 
 

 “Será obligación del contratista indemnizar todos los daños y 
perjuicios que se causen a terceros como consecuencia de las operaciones que 
requiera la ejecución del contrato. 
 

 »Cuando tales daños y perjuicios hayan sido ocasionados como 
consecuencia inmediata y directa de una orden de la Administración, será ésta 
responsable dentro de los límites señalados en las leyes. También será la 
Administración responsable de los daños que se causen a terceros como 
consecuencia de los vicios del proyecto elaborado por ella misma en el contrato 
de obras o en el de suministro de fabricación. 
 

 »Los terceros podrán requerir previamente, dentro del año 
siguiente a la producción del hecho, al órgano de contratación para que éste, 
oído el contratista, se pronuncie sobre a cuál de las partes contratantes 
corresponde la responsabilidad de los daños. El ejercicio de esta facultad 
interrumpe el plazo de prescripción de la acción. 
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 »La reclamación de aquéllos se formulará, en todo caso, conforme 

al procedimiento establecido en la legislación aplicable a cada supuesto”. 
 

A la vista de la tesis mayoritaria en la jurisprudencia, las previsiones del 
antiguo artículo 134 del Reglamento General de Contratación y del actual artículo 
97 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas deben aplicarse en 
sentido literal, es decir, entendiendo que la regla general consiste en la 
responsabilidad del contratista, respondiendo sólo la Administración si ha mediado 
una orden suya que haya provocado el daño o si el mismo es consecuencia de 
vicios del proyecto (Sentencias del Tribunal Supremo de 31 de julio de 2001, 19 de 
febrero de 2002, 24 de abril de 2003 y 30 de octubre de 2003). 
 

Este criterio, además, ha sido seguido por otras muchas resoluciones de 
otros órganos jurisdiccionales. En este sentido pueden citarse el Auto de la Sala 
Especial de Conflictos de Competencia del Tribunal Supremo de 11 de abril de 
2003, diversas resoluciones emanadas del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León (entre otras, Sentencia de 1 de junio de 2004, Sala de xxxx, y de 25 de enero 
y 22 de marzo de 2002, Sala de Burgos), y otros Tribunales Superiores de Justicia 
como el de Cataluña en Sentencia de 31 de octubre de 2003, Canarias en Sentencia 
de 8 de abril de 2005, Cantabria en Sentencias de 2 y 14 de julio de 2004, o 
Navarra en Sentencia de 19 de mayo de 2004. 

 
Ahora bien, ha de tenerse en cuenta, además, que aun siendo este criterio 

el mayoritario en los tribunales y el que pasa a adoptar este Consejo Consultivo, lo 
cierto es que su aplicación no es en absoluto plana y uniforme, pues los tribunales, 
al enfrentarse a la necesidad de dar satisfacción al derecho a la tutela judicial 
efectiva del perjudicado, han venido interpretando que si la Administración no 
resuelve la reclamación, o lo hace sin determinar quién debe responder o sin dar la 
debida audiencia al contratista con la advertencia expresa de que puede ser 
declarado responsable de los daños y perjuicios, puede ser condenada a su 
indemnización sin perjuicio de que, posteriormente, pueda repetir lo satisfecho por 
tal concepto frente al contratista. 
 

En este sentido, y a título de ejemplo, puede citarse Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León, Sala de Burgos, de 22 de abril de 2004, en la 
que se declara que “la Administración demandada, lejos de cumplir con el 
ordenamiento jurídico vigente, simplemente omitió dar traslado de la reclamación 
del recurrente a la empresa contratista, sin que conste que se haya tramitado y 

 13



 

mucho menos resuelto, tal y como lo exigía el marco jurídico más arriba indicado la 
reclamación de la parte recurrente. Y desde luego, ante este supuesto de 
incumplimiento legal, lo que no puede la Sala es dar cabida a sus pretensiones pues 
suponen, en esencia, que la propia Administración Local se beneficie de su 
conducta netamente ilegal. Sólo cabría circunscribir la responsabilidad de la 
Administración demandada a los justos límites establecidos por el artículo 98 (actual 
97) del Real Decreto Legislativo 2/2000, de haber seguido el procedimiento 
legalmente establecido”. 
 

En la misma dirección pueden citarse las Sentencias del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León, Sala de Burgos, de 25 de enero y 22 de marzo de 2002; 
del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 23 de marzo de 2005; del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias de 21 de septiembre de 2004 y 28 de enero de 
2005; del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 30 de septiembre y 5 de 
octubre de 2004; o del Tribunal Superior de Justicia de Navarra de 14 de junio de 
2004. 
 

Conforme con lo razonado hasta ahora, en la tramitación del expediente 
de responsabilidad se ha de discernir si la actuación lesiva es atribuible a la 
Administración Pública titular del servicio que se presta, o al contratista al que 
se le ha encomendado el mismo. Pero para ello es inexcusable que durante la 
instrucción del procedimiento tramitado al efecto se conceda a dicho contratista 
la posibilidad de intervención en el mismo, formulando alegaciones y, en su 
caso, proponiendo y practicando la pertinente prueba, pues en caso contrario 
se le ocasiona una patente indefensión en la aplicación del régimen que sobre 
daños y perjuicios se contempla en el artículo 97 del vigente texto refundido de 
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 
 

7ª.- Hechas las anteriores consideraciones, debe destacarse que la 
empresa concesionaria ha tenido intervención en el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial, siendo oída inmediatamente antes de redactarse la 
propuesta de resolución en su condición de eventual responsable de la 
obligación de indemnizar. De ello se deduce que será ella la responsable de los 
daños y perjuicios que pudieran derivarse del accidente producido, una vez 
acreditado que el Ayuntamiento ha comunicado a la empresa qqqqq que se han 
cumplido las condiciones necesarias a partir de las cuales nacerían las 
obligaciones derivadas del contrato de gestión del servicio público que debe 
cumplir. 
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8ª.- En cuanto a la fijación de las cuantías indemnizatorias 
correspondientes a los distintos interesados en el expediente objeto de estudio, 
han de realizarse las siguientes consideraciones: 
 

 1.- En relación con el propietario del vehículo, D. xx2, tendrá 
derecho a percibir 1.075,90 euros, importe total de la cantidad que hubiera 
abonado para corregir los desperfectos que se le hubieran ocasionado a aquél, 
dándose así cumplimiento al principio de reparación integral de los daños 
sufridos y con ello la indemnidad del derecho subjetivo o interés lesionado. 
 

 2.- D. xx1, conductor del vehículo, tendrá derecho a ser 
indemnizado por la totalidad de daños materiales que demuestre haber sufrido. 
Para la determinación de los mismos pueden considerarse elementos de 
referencia los informes periciales en los que se determina el valor de los daños 
sufridos en el teléfono móvil, casco y pantalón, y que ascienden a 282,02 
euros. 
 

 En cuanto a la valoración de los daños personales, no existen en 
el expediente elementos suficientes que permitan determinar el importe de la 
indemnización que corresponda al interesado por este concepto, por lo que 
considera este Consejo que deberá efectuarse la concreción de los daños 
sufridos a través del correspondiente expediente contradictorio, en el que se 
aclararán pormenorizadamente los conceptos indemnizatorios y se aplicarán los 
baremos indemnizatorios oficiales fijados en las resoluciones que anualmente 
dicta la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones dando publicidad 
a las cuantías de las indemnizaciones por muerte, lesiones permanentes e 
incapacidad temporal, que resultarán de aplicar el sistema para la valoración de 
los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación en 
los periodos correspondientes. 
 

 3.- D. xx3, ocupante del vehículo accidentado, tendrá derecho a 
ser indemnizado por los daños materiales sufridos en la cantidad de 370,12 
euros, según se deduce de las facturas que acompaña, correspondientes a la 
adquisición de montura y cristales graduados (149 euros), gastos de farmacia 
(62,12 euros) y adquisición de pantalón y cazadora (159 euros). 
 

Respecto a los daños personales sufridos, ante la falta de 
elementos en el expediente que permitan determinar la fijación de los mismos, 
deberá efectuarse su concreción a través del correspondiente expediente 
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contradictorio, en el que se aclararán pormenorizadamente los conceptos 
indemnizatorios y se aplicarán los baremos indemnizatorios oficiales fijados en 
las resoluciones que anualmente dicta la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones dando publicidad a las cuantías de las indemnizaciones 
por muerte, lesiones permanentes e incapacidad temporal, que resultarán de 
aplicar el sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las 
personas en accidentes de circulación en los periodos correspondientes. 
 
 Todo ello sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin 
al procedimiento de responsabilidad conforme a lo dispuesto en el artículo 
141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

1º.- Procede dictar resolución estimatoria, en los términos expuestos, en 
el expediente de responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la 
reclamación presentada a instancia de D. xx1, D. xx2 y D. xx3, representados 
por Dña. yyyyy, debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado 
de la calzada. 
 
 2º.- Corresponde a la contratista qqqqq indemnizar los daños y perjuicios 
causados, de conformidad con lo expresado en el cuerpo del dictamen. 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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